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condición de funcionario del Ayuntamiento de Gijón. y.
en consecuencia. a ser repuesto en el desempeño de
la plaza de funcionario que venía detentando en la
Corporación.

2.° Declarar la nulidad de la resolución presunta de
la mencion'ada Corporación, municipal. por la que se
denegó la petición formulada por el recurrente el día
10 de junio de 1991 sobre levantamiento de la medida

, cautelar de suspensión provisional de funciones. acor­
dada con ocasión de su procesamiento. y de la Sentencia
de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia del Principado de Astorias. de 17
de diciembre de 1991. que declaró conforme a la Cons­
titución aquella decisión ·municipal.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado», '

Dada en Madrid. a tres de julio de mil novecientos
noventa y cinco.-José Gabaldón López.-Femando Gar­
cía-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendizábal
Allende.__Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sun'yer.-Tomás S. Vives Antóri.-Firmados y rubri­
cados.

18447 Sala Segunda. Sentencia 105/1995. de 3 de
julio de 1995. Recurso de amparo 424/1992.
Contra Sentencia de la Sala de lo, Contencio­
so-Administrativo del T.S.J. de CastiJIa-La
Mancha. confirmada en apelación por la Sala
Tercera, del Tribunal Supremo. Supuesta vul­
neración del derecho ¡¡ la tutela judicial efec­
tiva: indefensión imputable al propio recu­
rrente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com:"
puesta por don José Gabaldón López. Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral; don Rafael
de Mendizábal Allende. don Julio Diego González Cam­
pos. don Caries Viver Pi-Sunyer y don TOmás S. Vives
Antón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 424/92. interpuesto
por doña Teresa Villegas Pérez y don José María Lozano
Simancas. a quienes representa el Procurador de los Tri­
bunales don Tomás Cuevas Villamañán y asiste la Abo­
gada doña María Luisa del Campo lniesta. contra la Sen­
tencia que dictó la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha
el 9 de febrero de 1990 y la que el 19 de septiembre
de 1991 pronunció la Sección Cuarta de la Sala Tercera
del TriQunal Supremo. en apelación: Han, intervenido el
Ministerio Fiscal y don Isidoro Fernando Villalobos Real.
representado por el Procurador' de los Tribunales don
Leónides Merino Palacios con la asistencia del Abogado
don Juan Gómez Córdoba. habiendo sido Ponente el
Magistrado don Rafael de Mendizábal Allende. quien
expresa el parE!cer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Doña Teresa Villegas Pérez y don José María
Lozano Simancas. en escrito registrado el 19 de febrero
de 1992. interpusieron el recurso del cual se hace mérito

en el encabezamiento de esta Sentencia. donde se nos
dice que don Isidoro Fernando ViII alobos Real. al amparo
de lo establecido en el arto 3.1 ,b) del Real Decreto
909/1978. de 14 de abril. solicitó la apertura de una
oficina de farmacia en Villarrubia de los Ojos. El Colegio
Oficial de Farmacéuticos de Ciudad Real acordó el 12
de enero de 1988 la incoación del oportuno expediente.
requiriendo al solicitante para que designase con exac­
titud el local donde pretendía instalar la farmacia. El inte­
resado. disconforme con tal, requerimiento. acudió en
alzada ante el Consejo General de Colegios Oficiales de
Farmacéuticos. que la rechazó mediante Acuerdo ple­
nario en sesión del día 21 de mayo de 1988. decisión
esta última confirmada en reposición por silencio admi­
nistrativo. En el recurso de reposición se \solicitaba la
nulidad del requerimiento y que, al fin y a la postre.
la autorización solicitada fuera concedida. Contra los
anteriores actos se interpuso recurso contencioso-admi­
nistrativo ante la antigua Audiencia Territorial de Alba-
cete. ,-

Con posterioridad. el Consejo General resolvió e«pre­
samente la reposición ordenando al Colegio \le Ciudad
Real que continuasljl la tramitación del procedimiento.
toda vez que por el peticionario se había comunicado
la situación del local donde pretendía abrir 1a oficina
de farmacia. si bien desestimaba el recurso en cuanto
a la petición principal de que se concediera la autori­
zación para la apertura de' aquélla. A la vista de ello.
se solicitó que el recurso contencioso-administrativo fue­
se ampliado a esta nueva resolución. a lo cual accedió.
en providencia de 16 de febrero de 1989. la Sala de
10Contencioso-Administrativo del ya Tribunal Superior
de Justicia de Castilla-La Mancha. que sin emplazar per­
sonalmente a quienes hoy demandan amparo. dictó Sen­
tencia el 9 de febrero de 1990. anulando los actos
recurridos que imponían al peticionario la designación
del local donde pretendía instalar la oficina de farmacia
por ser contrarios a, Derecho. pero sin hacer pronun­
ciamientq alguno sobre la autorización de apertura inte­
resada. Contra ella formularon sendos recursos de ape­
lación el Consejo General de Colegios Oficiales de Far­
macéuticos y don Isidoro Fernando Villalobos Real.
desestimándose el del primero y estimándose parcial­
mente el otro por Sentencia que la Sección Cuarta de
la Sala Tercera del Tribunal Supremo dictó el 19 de
septiembre de 1991. donde se declaró el derecho del
Sr, Villalobos a obtener la autorización solicitada. En el
fundamento jurídico quinto de la Sentencia y en relación
a la pretensión de aquél se razona que «En cuanto a
este extremo la Sentencia apelada rechaza su pretensión
por cuanto (... ) el otorgamiento de la farmacia podría

. ir contra los derechos e intereses de terceros que no
han sido oídos. Pero estil Sala no puede compartir la
tesis del Tribunal de instancia en este extremo (...). por­
que consta en autos que los, farmacéuticos titulares de
las farmacias próximas se personaron ante el Consejo
General en defensa de sus intereses». El Colegio Oficial
de Farmacéuticos de Ciudad Real dirigió el 4 de febrero
de 1992 a los hoy demandantes otros tantos oficios
poniendo en su conocimiento dicha Sentencia del Tri­
bunal Supremo.

En la demanda de amparo se dice que las resoluciones
judiciales impugnadas han vulnerado el derecho funda­
mental de los recurrentes a la tutela judicial efectiva.
reconocido en el arto 24.1 de la Constitución. por haberse
omitido su emplazamiento. defecto en el que incurrieron
tarllto el Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Man­
cha como el Supremo. a pesar de que se habían per­
sonado en el expediente administrativo y ante el Consejo
General de Colegios Oficiales de Farmacéuticos en defen­
sa de sus intereses. Por ello. al no haberse hecho el
pertinente llamamiento en el proceso contencioso-ad-
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ministrativo de manera directa y personal, se ha infrin­
gido inequívocamente el arto 24.1 de la Constituci6n.
Con cita de diversas Sentencias de este Tribunal sobre
el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva y
la falta de emplazamiento. concluye la demanda con
la solicitud de que sea declarada la nulidad de las sen­
tencias impugnadas..

2. La Sección Cuarta. en providencia de 25 de mayo.
y de conformidad con lo dispuesto en el arto 50.3 de
la Ley Orgánica de este Tribunal. acord6 conceder al
Ministerio Fiscal ya los demandantes de amparo el plazo
común de diez días para que formulasen las alegaciones
que estimasen pertinentes sobre la carencia manifiesta
de contenido constitucional de la demanda [arto 50.1
c) LOTe]. El anterior trámite fue evacuado mediante sen­
dos escritos presentados los días 10 y 12 de julio. a
la vista de los cuales y en providencia de 6 de julio.
la Secci6n admiti6 a trámite la demanda. requiriendo
de la Sección 'Cuarta de la Sala Tercera del Tribunal
Supremo y de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha
la remisión de las actuaciones. con emplazamiento por
esta últim;¡ de quienes fueron parte en el proceso para
que. pudieran comparecer en éste. si les conviniere.

Don Isidoro Fernando Villalobos Real compareci6.
debidamente representado y'asistido. mediante escrito
registrado el 25 de julio. teniéndole por parte la pro­
videncia de 8 de octubre. donde también se acus6 recibo
a los Tribunales Supremo y Superior de Justicia de las
actuaciones y $e dio traslado a las partes por plazo
común de veinte días para alegaciones.

3. Don Isidoro Fernando Vil/alobos Real, las formul6
el 3 de noviembre. mostrando su oposición a la demanda
de amparo. aduciendo que. en relaciÓn con su solicitud
de apertura de una nueva oficina de farmacia. interpuso
tres recursos contencioso-administrativos. En el primero
se pronunciaron las Sentencias que son objeto de este
recurso de amparo. En el segundo se discuti6 la exigencia
de ingreso de una determinada cantidad de dinero para
la tramitaci6n del expediente administrativo. Finalmente.
en el tercero. interpuesto contra Acuerdo adoptado por
el Colegio Oficial de Farmacéuticos de Ciudad Real el
3 de febrero de 1989. confirmado en alzada por el Con­
sejo General el 15 ¡:le septiembre del mismo año. se
discuti6 la concurrencia de los requisitos necesarios para
que la autorizaci6n administrativa en cuesti6n fuera con­
cedida. En este recurso. tramitado con el núm. 26/90
y resueltopor Sentencia de 14 de marzo de 1991. pen­
diente en la actualidad de apelación ante el Tribunal
Supremo. fueron parte los demandantes de amparo.

'quienes se opusieron a la solicitada autoriza~ión de aper­
tura de nueva oficina de farmacia. Pues bien. en el escrito
de formalizaci6n de la demanda de este último recurso
contencioso-administrativo. datado el día 8 de mayo de
1990. se hacía expresa referencia al seguido bajo' el
núm. 63/89. a su objeto y'a que en el mismo había
sido dictada Sentencia parcialmente estimatoria el 9 de
febrero de 1990. Es más. en el texto del acuerdo recurri­
do en el mismo. adoptado el 3 de febrero de 1989.
se decía que el solicitante había dado cumplimiento a
la exigencia por él impugnada de designaci6n d,e local.
"por lo que. independientemente del proceso que pudie­
ra seguirse como consecuencia del pronunciamiento
desestimatorio del Consejo Genera!» -a la solicitud de
la autorizaci6n-. resultaba procedente la continuaci6n
de la tramitaci6n del expediente.

El Sr. Vil/alobos Real. de acuerdo con el anterior relato.
sostiene que los hoy demandantes tuvieron conocimien­
to fehaciente de que se seguía el recurso contencio­
so-administrativo donde fueron pronunciadas las Sen­
tencias ahora recurridas en amparo, y que desemboc6

en el reconocimiento de SU derecho a obtener la auto­
rizaci6n pretendida. por lo que no puede sostenerse que
haya sido vulnerado su derecho a obtener la tutela judi­
cial efectiva. habiendo aquél/os incumplido el deber de
diligencia a que hace referencia la jurisprudencia de este
Tribunal. Añade. además. que en el caso debatido no
era necesario el emplazamiento personal. bastando el
edictal, y que en modo alguno puede desconocerse que
el mencionado derecho fundamental también ampara
a quien. como él. actuando de buena fe. fue parte en
el proceso contencioso-administrativo y se creía prote­
gido por la paz y seguridad jurídica que implica la ins­
tituci6n de la cosa juzgada.

4. En el escrito de alegaciones se solicitaba también
que. a tenor de lo dispuesto en el arto 89 de la Ley
Orgánica de este Tribunal. se recibiera a prueba el recur­
so de amparo. practicándose la documental consistente
en que por el Tribunal Superior de Justicia de Castil/a-La
Mancha fuera remitida copia de la demanda formalizada
en el recurso contencioso administrativo núm. 26/90
y por el Colegio Oficial de-Farmacéuticos de Ciudad Real
del Acuerdo adoptado el 3 de febrero de 1989 en el
expediente incoado a su instancia. La Sección Cuarta.
en providencia de 19 de noviembre de 1992. dio traslado

, de la anterior solicitud a los demandantes de amparo
y al Ministerio Fiscal para que. en el plazo de cinco días.
alegaran lo que tuvieran por conveniente. El anterior tras­
lado fue evacuado únicamente por el Fisc.al, quien no
se opuso a la práctica de las pruebas propuestas. que
se acord6 en providencia de 14 de enero de 1993. Una
vez unidos a las, actuaciones los documentos recibidos.
se dio vista de los mismos a las partes personadas para
que en el plazo de cinco días alegasen lo que estimasen
pertinente. lo que solamente efectu6 don Isidoro Fer­
nando Vil/alobos Real en escrito presentado el 27 de
febrero de 1993. donde reitera lo ya dicho en el de
alegaciones y sostiene que la prueba practicada acredita
que los demandantes de amparo conocieron la existencia
del procedimiento judicial donde fueron dictadas las sen­
tencias a las cuales imputan haber vulnerado su derecho
a la efectiva tutela judicial.

5. El Fiscal formul6 las alegaciones el 6 de noviem­
bre. pidiendo la denegaci6n del amparo por no resultar
del proceso judicial la lesi6n de los derechos fundamen­
tales que sirven de apoyo a la demanda. En efecto. la
indefensi6n procesal sl-lfrida por los solicitantes de ampa­
ro a consecuencia de no haber sido l/amados al proceso
carece de trascendencia constitucional. pues no' se les
caus6 auténtica indefensión material, siendo su conducta
indiligente la que coadyuvó decisivamente a su falta de
intervenci6n en el proceso contencioso-administrativo.
Su condici6n de farmacéuticos facilitaba enormemente
el conocimiento de la trayectoria administrativa y judicial
del procedimiento en el que ahora se dicen interes;¡dos.
donde era' parte el Consejo General de Farmacéuticos
de España. y sin embargo nada hicieron para informarse
y tomar las medidas que a su derE¡lcho conviniera. La
propia Sentencia' del Tribunal Supremo afirma paladi­
namente en su fundamento jurídico quinto que "consta
en autos que los farmacéuticos titulares de las farmacias
pr6ximas se personaron ante el Consejo General en
defensa de sus intereses». Además. el Colegio Oficial
de Farmacéuticos de Ciudad Real. del que el/os forman
parte. tuvo que enviar el expediente administrativo a
la Sala que conocía de la impugnación de uno de sus
acuerdos. Bastaba una mínima diligencia. una simple
gestión de los hoy demandantes cerca de su propio Cole­
gio Profesional para tener cumplida noticia de la inter­
posici6n y tramitaci6n -no en una. sino en dos instan­
cias-. dilatada durante más de tres años. del procedi­
miento contencioso-administrativo que más que presu-
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miblemente iba a sustanciarse y que sin duda podía afec­
tar a sus derechos y pretensiones. hechos valer en vía
administrativa. El interés que ahora se afirma en amparo
no se ve rfilspaldado por una conducta que lo evidencie
suficientemente con anterioridad. Intentar que el Tribu­
nal Constitucional subsane lo que ellos podían haber
evitado fácilmente en el -momento procesal oportuno
es extemporáneo y contrario al carácter subsidiario y
último del recurso de amparo.

6. Los demandantes evacuaron el trámite el 11 de
noviembre. ratificando lo dicho en la demanda por no
haberse produCido ninguna variación que desvirtúe los
hechos narrados en ella. sin más argumentación.

7. Por providencia de fecha 29 de junio de 1995.
se señaló para deliberación. votación y fallo de este recur­
so el día 3 de julio del mismo año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El amparo que se pretende tiene como único sus­
tento el haber sido dictadas inaudita parte las Sentencias
que se impugnan. originando a los solicitantes 'de aquél
la indefensión proscrita como la tacha más grave de
la cual puede adolecer la tutela judicial [10 ya para resultar
efectiv<l sino simplemente para ser. Lo dicho marca níti­
damente el criterio metodológico a seguir en el razo­
namiento jurídico. cuyos dos polos habrán de ser la com­
parecencia en juicio en sus aspectos subjetivos y tem­
poral con el análisis de los efectos conSiguientes. por
una parte. y el concepto de indefensión. ligado al prin­
cipio de contradicción. por otra. Una vez hecho así. podrá
alcanzarse la conclusión pertinente. qua en casos seme­
jantes. según nuestra copiosísima doctrina al respecto.
está en función de dos elementos: la transgresión formal
de una regla procesal y la existencia de un perjuicio
real.

2. La comparecencia en juicio se asienta en el trí­
pode que componen. en su dimensión subjetiva. la capa­
cidad jurídica. o para ser parte. la procesal. aspecto par­
ticular de la de obrar y la legitimación. Nadie niega la
concurrencia de ninguno de tales elementos. en el caso
que nos ocupa aun cuando no resulte ocioso ocuparse
del último. El presupuesto necesario para obtener la tute­
la judicial con la efectividad que la Constitución deman­
da. es el libre acceso a los Jueces en todos los grados
y niveles procesales. segúlJ el sistema de recursos que
las respectivas leyes de enjuiciamiento configuran para
cada sector jurisdiccional. en atención a sus caracte­
rísticas. El sustrato se encuentra en el principio de que
nadie puede ser condenado en juicie sin ser ordo. pro­
posición donde se cobijan una serie de exigencias y.
entre ellas. la garantía de un proceso contradictorio. con
igualdad de armas para las parteS. Ahora bien. desde
la perspectiva de quienes no son los que ejercitan la
acción para poner en marcha el procedimiento (actores.
demandantes o querellantes. recurrentes) el conocimien­
to de que éste se ha incoado es el factor desencadenante
de su posibilidad de per.sonarse y de actuar en su defen­
sa. alegando lo que crean conducente a su interés e
intentando probar los datos de hecho correspondientes.
Cobran así todo su valor el papel de los llctos procesales
de comunicación y. muy especialmente. en la coyuntura
inicial de cada instancia. de las citaciones y emplaza­
mientos como medios para hacer saber la existencia
de un. proceso a ,quienes pueda afectarles. «En 1<1 medida
en que hacen posible la comp<lrecencia del interesado
y~a defensa contradictoria -hemos dicho- son una exi­
gencia ineludible para que las garantías constitucionales
del proceso resulten aseguradas por el órgano judicial»

(SSTC 65/1994 y 15/1995. en la primera de las cuales
se citan las precedentes).

El preámbulo expuesto nos lleva a plantear el pro­
blema con la mayor pulcritud. planteamiento en el cual
la incógnita consiste en determinar caso por caso. y
en este ahora mismo. si quienes se sienten agraviados
debieran haber sido llamados a juicio y cuándo. dimen­
sión temporal ésta a la cual se aludió más arriba. Ello.
a su vez. sitúa el tema en el terreno de la legitimación.
que en el proceso contencioso-administrativo implica
una relación material entre el sujeto y el objeto de la
pretensión (acto o disposición impugnadO) de tal forma
Clue -su anulación o su mantenimiento produzcan auto­
máticamente un efecto positivo (beneficio) o negativo
(perjuicio). actual o futuro. pero cierto. según lo definió
ya para este orden jurisdiccional la vieja Sala Tercera
del Tribunal Supremo desde hace casi un cuarto de siglo
(Sentencias del T.S. de18 de diciembre de 1974 y 23
de enero. 16 de mayo. 21 de junio y 24 de septiembre
de 1975) hasta hoy en día (Sentencia del T.S.. Sala Espe­
cial de Revisión. de 31 de enero de 1990). conformando
así doctrina legal con valor normativo complementario
(art. 1.6 C.C. y SSTC 206/1993 y 318/1994). No parece

_dudoso en este encuadre conceptual que los titulares
de las oficinas de farmacia existentes ya en la localidad
y próximas a la situación elegida para la suya por quien
interpllso el recurso contencioso-administrat~vo. tenían
ya desde un principio un ostensible y legítimo interés
personal y directo en que se mantuviera la validez del
acto administrativo denegatorio de la autorización.
impugnado en aquél.

3.- Es indiferente en este momento si les correspon­
día la calificación de coadyuvantes o de codemandados.
aun cuando a primera vista les resulte más adecuada
la primera por ser titulares del mero interés en evitar
la apertura de una nueva oficina de farmacia en la loca­
lidad (arts. 29 y 30 L.J.CA). Tal distinción. válida y rele­
vante en muchos aspectos. ningún reflejo tenía en la
versión primigenia de la Ley reguladora de la jurisdicción.
donde se contemplaban dos modalidades de emplaza­
miento. una para el proceso ordinario. mediante la publi­
cación del anuncio de la interposición del recurso con­
tencioso-administrativo en el «Boletín Oficial del Estado».
y otra. peculiar de la acción de lesividad. que había de
ser individual -personal- en la forma dispuesta para
el proceso civil (arts. 64 y 65). Aun cuando en principio
este Tribunal Constitucional diera por bueno tal sistema
desde la perspectiva del derecho a la tutela judicial efec­
tiva (STC 9/1981). no tardó en modular tal tendencia
inicial. reconociendo que no garantizaba suficientemente
la defensa de quienes estuvieren legitimados para com­
parecer como demandados e incluso como coadyuvan­
tes y exigió su emplazamiento personal. siempre que
fueren conocidos o identificables con los datos obrantes
en el escrito de interposición o en el expediente admi­
nistrativo (STC 63/1982). El previsible y aconsejable
cambio legislativo de este régimen de los emplazamien­
tos. aludido en la Sentencia citada en último lugar. se
produjo tardíamente en la Ley 10/1992. de 30 de abril.
aun cuando la solución constitucional al respecto hubiera
sido asumida plenamente por las Salas de lo Conten­
cioso-Administrativo. La dicción actual del arto 64.1 y
3 impone a la Administración autora del acto o dispo­
sición impugnados la carga de notificar la remisión del
expediente a la Sala y. a la vez. emplazar a quienes '
aparezcan como interesados en el mismo para que pue­
dan comparecer y personarse en autos dentro de los
nueve días siguientes. dejando subsistente el emplaza­
miento por el mero anuncio de la interposición. con
carácter residual. para aquellos interesados que no hubie­
ran podido ser habidos.
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Es claro que el Colegio Oficial de Farmacéuticos de
Ciudad Real no emplazó a los demandantes de amparo.
quienes habían comparecido en el expediente adminis­
trativo. cuando fue requerido por la Sala de lo Conten­
cioso-Administratívo para la remisión de éste. ni estaba
obligado a ello por no haber entrado aún en vigor. ni
tan siquiera existir. la reforma de la Ley de la jurisdicción
operada en 1992. Pero tan evidente como lo anterior
es que la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la
entonces Audiencia Territorial de Albacete tampoco pro­
cedió al emplazamiento personal de aquéllos. a lo cual
le obligaba la interpretación de la Ley reguladora de
la jurisdicción a la luz de la Constitución y dela doctrina
de este Tribunal (art. 5.1 L.O.P.J.). pese a que aparecían
identificados en la copia del acuerdo del Consejo impug­
nado. que resolvía el recurso de reposición. documento
que acompañaba al escrito en el cual pedía la ampliación
del recurso contencioso-administrativo a esta denega­
ción expresa. a lo que se accedió en providencia de
16 de febrero de 1989.

4. Se produjo. pues. una transgresión de las normas
formales configuradas como garantía. factor necesado
e inexcusable pero no suficiente para diagnosticar la
indefensión con trascendencia constitucional, influyendo
decisivamente en la calificación que haya de merecer
aquélla a la luz del derecho fundamental las circuns­
tancias concurrentes y. entre ellas. la propia condición
o personalidad de quien afirma haber sufrido la lesión
por haber sido emplazado edictalmente y. en particular.
la diligencia que haya observado a fin de comparecer
en el proceso y el conocimiento extraprocesal que haya
podido tener acerca de su existencia (STC 65/1994.
en la que se citan las 208/1987.163/1988. 251/1988
y 72/1990). pues' no en vano está vedado que sostenga
una denuncia constitucional de indefensión quien. por
su actitud pasiva y negligente. coadyuvó a su producción
al no comparecer en el proceso pese a tener conoci­
miento de su existencia por cauces distintos al de su
emplazamiento personal (SSTC 9/1981. 1/1983.
22/1987. 72/1988. 205/1988.166/1989 y
191/1989) estando a tiempo de hacerlo como lo esta-
ban en este caso. '

Es. precisamente. en tal punto donde quiebra la queja
de los demandantes ya que. si bien es cierto que no
fueron emplazados personalmente por la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo pese a que ésta conocía su con­
dición de interesados y. por ello de legitimados. no lo
es. sin embargo••ue no tuvieran conocimiento del pro­
ceso. puesto que. cOmO se ha probado en esta vía de
amparo. se hacía referencia a 'Su existencia y objeto en
la demanda formalizada por el Sr. Villalobos en el recurso
núm. 26/90. en el cual sí eran parte. de cuya demanda
se les dio traslado el 18 de junio de 1990. En tal fecha
ya había sido dictada Sentencia definitiva en el otro pro­
ceso al que no habían sido llamados. pero ello -y aquí
adquiere relevancia la dimensión temporal a la cual
hemos hecho referencia- no les impedía comparecer
en el mismo y sostener la defensa de sus derechos o
intereses en la segunda instancia. bien impugnando la
Sentencia. bien sosteniendo su corrección jurídica en
el recurso de apelación que contra ella dedujo el deman­
dante. -En definitiva. si quienes aquí se alzan en amparo
sufrieron alguna indefensión fue por su propia negligen­
cia y el propósito deliberado de mantenerse al margen
de un proceso cuya existencia conocían suficientemente.
por lo que. en palabras del Fiscal, no pueden pretender
ahora que este Tribunal subsane lo que en su momento
ellos podían haber fácilmente evitado. En consecuencia.
no ha lugar al amparo que se demanda.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a tres de julio de mil novecientos
noventa y cinco.-José Gabaldón López.-Fernando Gar­
cía-Mony González-Regueral.-Rafael de Mendizábal
Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.'--Firmados y rubri­
cados.

18448 Sala Segunda. Sentencia 106/1995. de 3
de julio de 1995. Recurso de amparo
3.255/1992. Contra Auto de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del TS.J. de Cata­
luña. aclaratorio de la Sentencia firme dictada
con ocasión del recurso contencioso-adminis­
trativo promovido contra Resolución del Tri­
bunal Económico-Administrativo Regional de
Cataluña. Vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: aclaración indebida de Sen­
tencia firme lesiva del derecho invocado.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López. Presidente: don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende. don Julio Diego González Cam­
pos. don Caries Viyer Pi-Sunyer y don TOmás S. Vives
Antón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.255/92. promovido
por «Funeraria Anoia. S.A.». representada por el Procu­
rador de los Tribunales don Luis Suárez Migoyo y asistida
del Letrado don Jaime Orgué Balcells. contra Auto de
la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Admi­
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña.
de 3 de diciembre de 1992. aclaratorio de la Sentencia
firme dictada el 18 de junio de 1992 con ocasión del
recurso contencioso-administrativo núm. 152/91. pro­
movido contra Resolución del Tribunal Económico-Ad­
ministrativo Regional de Cataluña. Ha sido parte el Abo­
gado del Estado. Ha comparecido el Ministerio Fiscal.
siendo Ponente el Magistrado don F.ernando García-Mon
y Gonz,ález-Regueral, quien expresael parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 29 .de
diciembre de 1992. don Luis Suárez Migoyo. Procurador
de los Tribunales y de «Funeraria Anoia. S.A.». interpuso
el recursO de amparo del ,que se ha hecho mérito en
el encabezamiento.

Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son. sucintamente expuestos. los qUe siguen:

al La demanaante de amparo interpuso recurso con­
tencioso núm. 152/91 contra Resolución del Tribunal


